
AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS -ANT-
RESOLUCIÓN No. *202632000055696* DEL 2026-02-23

Por medio de la cual se ordena el INICIO DEL PROCEDIMIENTO ÚNICO, de que trata el
Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de Recuperación de Baldíos

Indebidamente Ocupados sobre el terreno denominado SANTA FE, identificado con el
Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, ubicado en la jurisdicción del municipio de

Tierralta, departamento de Córdoba.

EL SUBDIRECTOR DE PROCESOS AGRARIOS Y GESTIÓN JURÍDICA
DE LA AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS -ANT-

En ejercicio de las facultades que le confiere la Resolución No. 20226100295956 del 15 de
noviembre de 2022, los numerales 24 del artículo 4º y 2° del artículo 21 del Decreto Ley
2363 de 2015 y,

CONSIDERANDO

1. COMPETENCIA

Mediante Decreto Ley 2365 de 2015 se suprimió el Instituto Colombiano de Desarrollo
Rural - INCODER-, y, a través del Decreto Ley 2363 de 2015, se creó la Agencia Nacional
de Tierras – ANT-. De esta manera, por ministerio de la ley, el objeto y funciones que
desarrollaba el INCODER fueron transferidas a la ANT, en lo relacionado a la gestión y
trámite de los procedimientos administrativos especiales agrarios.

En el mismo sentido, los capítulos X y XI de la Ley 160 de 1994, facultaron al Instituto
Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER), hoy Agencia Nacional de Tierras (ANT), para
clarificar la situación de las tierras desde el punto de vista de la propiedad, con el fin de
determinar si han salido, o no, del dominio del Estado, delimitar las tierras de propiedad de
la Nación de las de los particulares, determinar cuándo hay indebida ocupación de terrenos
baldíos que conlleve una recuperación y extinguir el derecho de dominio o propiedad sobre
los predios rurales.

A su vez, el Decreto Ley 2363 de 2015, en el numeral 24 del artículo 4 y artículo 21,
conforme a la nueva institucionalidad del sector agrario, dispuso que el trámite en primera
instancia de los procedimientos administrativos especiales agrarios contemplados en la
Ley 160 de 1994 serán adelantados por la Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión
Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras (ANT), todo lo cual se debe realizar bajo las
disposiciones previstas en el Decreto Ley 902 del 29 de mayo de 2017.

A través del citado decreto ley, se adoptaron medidas para facilitar la implementación de la
Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final en materia de tierras,
específicamente el procedimiento para el acceso y formalización y el Fondo de Tierras. De
esta manera, se regularon los aspectos esenciales del Procedimiento Único y se
establecieron las generalidades del mismo en zonas focalizadas y no focalizadas.

Así mismo, los numerales 4 y 5 del artículo 58 del citado decreto facultaron a la ANT para
adelantar el Procedimiento Único y tratar, entre otros asuntos, los atinentes al deslinde de
tierras de la Nación, clarificación desde el punto de vista de la propiedad, recuperación de
baldíos indebidamente ocupados y extinción del derecho de dominio, referidos en la Ley
160 de 1994.
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Por su parte, el artículo 69 del Decreto Ley 902 de 2017 dispone que el Director General
de la ANT fijará los Reglamentos operativos acordes al Proceso Único de Ordenamiento
Social de la Propiedad en su fase administrativa, razón por la cual, se expidió la
Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, a través de la cual se adoptó el
Reglamento Operativo de la Agencia Nacional de Tierras, la cual fue objeto de
modificación parcial a través de la Resolución No. 202510000154456 del 04 de febrero de
2025.

De ahí que, el artículo 23 del referido reglamento operativo, dispuso que durante la etapa
preliminar del Procedimiento Único se elaborará un Informe Técnico Jurídico. A su turno,
establece el artículo 32 del mismo documento que cuando el informe técnico establezca
que se cumplen los supuestos de hecho y de derecho para dar inicio al Procedimiento
Único, se expedirá un acto administrativo de apertura con los elementos descritos en el
artículo segundo del resuelve de la Resolución No. 202510000154456 del 04 de febrero de
2025.

2. ANTECEDENTES

A continuación, se relacionarán los antecedentes más relevantes dentro de la presente
actuación administrativa que se adelanta en el marco del procedimiento agrario de
Recuperación de Baldíos Indebidamente Ocupados, respecto del predio denominado
SANTA FE, identificado con Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, ubicado en la
jurisdicción del municipio de Tierralta, departamento de Córdoba:

En virtud de la Sentencia T-488 de fecha 9 de julio de 2014, la Corte Constitucional
dispuso, “ORDENAR al Incoder, adoptar en el curso de los dos (2) meses siguientes a la
notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, un plan real y concreto, en el cual
puedan identificarse las circunstancias de tiempo, modo y lugar, en las cuales habrá de
desarrollarse un proceso nacional de clarificación de todos los bienes baldíos de la nación
dispuestos a lo largo y ancho del país. (…)”, atendiendo a situaciones de apropiación
irregular de terrenos presuntamente baldíos, que fueron adquiridos mediante Prescripción
Adquisitiva de Dominio a través de Procesos de Pertenencia, dentro de los cuales no fue
vinculada la Autoridad de Tierras – Extinto INCODER, hoy ANT.

A partir de lo anterior, se identificó el área de terreno objeto de estudio bajo el FMI No.
140-131541 matrícula en la que se registró -como primera anotación- la Sentencia de
Declaración Judicial de Pertenencia del 20 de junio de 2012 proferida por el Juzgado
Segundo Civil del Circuito de Montería en favor de la señora Julier Alexandra David
Álvarez identificada con cédula de ciudadanía No. 21.592.056.

Con posterioridad, el 18 de agosto de 2022 la Corte Constitucional emitió la Sentencia de
Unificación SU-288, a través de la cual, tras estudiar el contenido de 13 sentencias de
tutela promovidas por la Agencia Nacional de Tierras – ANT (11) y particulares (2),
estableció las reglas de decisión y criterios orientadores para las decisiones judiciales en
materia de prescripción extraordinaria de predios baldíos de la Nación. 

Con motivo de la citada providencia, la Corte Constitucional abordó la problemática
presentada en torno a las sentencias con las que fueron prescritos sobre bienes rurales
que, en los términos del artículo 48 de la Ley 160 de 1994, no acreditaban dominio privado;
allí se plantearon las reglas de decisión y criterios orientadores 9 y 10 en las cuales se
fundamentó la orden décimo séptima del citado proveído judicial, consistente en A) realizar
una base de datos que contuviese la información del universo de predios rurales que no
contaban con antecedentes registrales y respecto de los cuales se hubiere proferido
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sentencia de pertenencia, diferenciando si las providencias judiciales se encuentran
inscritas o no, entre otros datos; y producto de tal base, B) elaborar un Plan Actualizado de
Recuperación de Baldíos -PARB-, donde se priorizase la acción del Estado a i) enormes
extensiones de tierras en términos absolutos o ii) extensiones que exceden ampliamente la
Unidad Agrícola Familiar (UAF) en términos relativos.
 
De esta manera, para la ANT, en cabeza de la Subdirección de Procesos Agrarios y
Gestión Jurídica, se generó la obligación de examinar los terrenos prescritos (incluidos en
la base de datos solicitada por la Corte Constitucional) cuyas extensiones resultan ser
enormes en términos absolutos o superan la UAF en términos relativos, para determinar si
hay lugar a su recuperación a la luz de las disposiciones legales que permitan identificar si
sobre estos se ejerce una indebida ocupación, todo lo cual se enmarca en el deber de
gestionar el Plan Actualizado de Recuperación de Baldíos -PARB-.

Finalmente, en atención a lo dispuesto en los artículos 32 y 33 del anexo técnico de la
Resolución No. 20230010000036 de 12 de abril de 2023, modificado parcialmente a través
de la Resolución No. 202510000154456 del 04 de febrero de 2025, la Subdirección de
Procesos Agrarios y Gestión Jurídica procedió a elaborar el Informe Técnico Jurídico - ITJ-,
el cual contiene la información detallada del inmueble recabada a lo largo del presente
trámite junto con el estudio de la misma, encontrando mérito suficiente para expedir Acto
Administrativo de apertura del Procedimiento Único de Ordenamiento Social de la
Propiedad para el caso objeto de análisis.

3. IDENTIFICACION DEL PREDIO

A partir de la información recabada a la fecha y en atención a lo señalado en el Informe
Técnico Jurídico (ITJ) de fecha 23 de febrero del 2026, se logró determinar que el predio
denominado SANTA FE, asociado al Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, se
encuentra ubicado en el municipio de Tierralta, departamento de Córdoba.

Ahora bien, es preciso indicar que, una vez realizada la consulta en la base catastral
geográfica del SNC IGAC, se encuentra que a la fecha el predio recae sobre el Número
Predial Nacional 23-807-00-02-00-00-0059-0122-0-00-00-0000.

A continuación, se relacionan los datos relevantes correspondientes al área de terreno en
intervención:

Nombre FI SANTA FE (Según VUR)
SANTA FE (catastralmente y sentencia)

Folio de Matrícula Inmobiliaria 140-131541
Departamento Córdoba

Municipio Tierralta

Vereda Chibogado (Según VUR)
Santa Ana (Catastralmente)

Número Predial Nacional 23-807-00-02-00-00-0059-0122-0-00-00-0000

Área 83 ha + 7008 m2 (Área Registral)
83 ha + 6101 m2 (Área Catastral y Geométrica)

Tipo de Predio Rural
Tabla No. 1. Datos básicos del inmueble en estudio.

Fuente: Informe Técnico Jurídico ANT – 2026.

De lo anterior, una vez verificada la información asociada al Número Predial Nacional en la
base de datos alfanumérica del IGAC, se establece un área total equivalente a ochenta y
tres hectáreas con seis mil ciento un metros cuadrados (83 ha + 6.101 m²), la cual coincide
con el área geométrica. No obstante, frente al área registral, se identifica una diferencia de
cero hectáreas con novecientos siete metros cuadrados (0 ha + 907 m²), toda vez que esta
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última se encuentra comprendida dentro del área total de ochenta y tres hectáreas con
siete mil ocho metros cuadrados (83 ha + 7.008 m²).

Se destaca que de conformidad con la verificación realizada en la Ventanilla Única de
Registro – VUR-, el predio en estudio se denomina FI SANTA FE, de la consulta de
información catastral ejecutada en la página de trámites y servicios en línea del Instituto
Geográfico Agustín Codazzi – IGAC- y en la Sentencia de Pertenencia del 20 de junio de
2012 está nombrado SANTA FE. Por lo anterior, de ahora en adelante y durante el estudio
adelantado se nombrará SANTA FE, armonizando las fuentes de información consultadas.

La siguiente imagen se extrae del Informe Técnico Jurídico antes mencionado, el cual
muestra la representación gráfica del polígono preliminar objeto de estudio, junto a la
identificación de sus colindantes catastrales:

Ilustración 1. Representación gráfica predial del área objeto de estudio y sus colindantes.
Fuente: Informe Técnico Jurídico ANT – 2026.

4. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Con el objeto de abordar las circunstancias propias del presente caso, resulta necesario
mencionar algunos aspectos generales del proceso de Recuperación de Baldíos
Indebidamente Ocupados que servirán como derroteros de la decisión a adoptar.

1 Por proceso se debe entender tanto el proceso especial agrario de la Ley 160 de 1994, como el Procedimiento Único del
Decreto Ley 902 de 2017.
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De esta forma, en primera medida se hará mención del sustento constitucional del
proceso1 de recuperación de baldíos indebidamente ocupados, para luego de ello hacer
alusión a los presupuestos para la iniciación del procedimiento único establecido en el
Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente
ocupados y, finalmente, hacer referencia al régimen de carga de la prueba en este
procedimiento.

4.1. Fundamento constitucional y legal del Procedimiento Único como medida para
facilitar la implementación de la Reforma Rural Integral.

El artículo 22 de la Constitución Política consagra que la paz es un derecho y deber de
obligatorio cumplimiento. En la búsqueda de una paz estable y duradera, y la terminación
definitiva del conflicto armado, el 24 de noviembre de 2016, el Gobierno Nacional suscribió
con el grupo armado Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, el Acuerdo Final
para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (en
Adelante Acuerdo Final). Así, el día 30 de noviembre de 2016, el Congreso de la República
aprobó el Acto Legislativo 01 de 2016, con el fin de adoptar un marco jurídico que ofreciera
las condiciones de seguridad y estabilidad jurídica para asegurar la implementación del
Acuerdo Final.

Con el propósito de solucionar las causas históricas del conflicto, como la cuestión no
resuelta de la propiedad sobre la tierra y particularmente su concentración, la exclusión del
campesinado, la ilegalidad en la posesión y propiedad de la tierra, y el atraso de las
comunidades rurales, con el Punto 1 del Acuerdo Final se buscó sentar las bases para la
transformación estructural del sector rural y se estableció el objetivo de crear condiciones
de bienestar y buen vivir para la población campesina, en aras de contribuir a la
construcción de una paz estable y duradera, en el marco del Principio de Regularización de
la Propiedad en cumplimiento del derecho constitucional a la propiedad privada.

Conforme a lo anterior, en el Punto 1.1 del Acuerdo Final sobre “Acceso y Uso de Tierras
Improductivas. Formalización de la propiedad. Frontera Agrícola y Protección de Zonas de
Reserva”, específicamente en su punto 1.1.1, se crea el Fondo de Tierras para la Reforma
Rural Integral con el propósito de:

“(…) lograr la democratización del acceso a la tierra, en beneficio de los campesinos y de
manera especial las campesinas sin tierra o con tierra insuficiente y de las comunidades
rurales más afectadas por la miseria, el abandono y el conflicto, regularizando los derechos
de propiedad y en consecuencia desconcentrando y promoviendo una distribución equitativa
de la tierra, el Gobierno Nacional creará un Fondo de Tierras de distribución gratuita. El
Fondo de Tierras, que tiene un carácter permanente, dispondrá de 3 millones de hectáreas
durante sus primeros 12 años de creación (…)”

Para proveer de hectáreas al Fondo de Tierras para la Reforma Rural Integral, entre otros,
se prevén los procesos agrarios de recuperación de baldíos indebidamente ocupados y la
extinción administrativa de dominio por incumplimiento de la función social y ecológica de

1 Por proceso se debe entender tanto el proceso especial agrario de la Ley 160 de 1994, como el Procedimiento Único del
Decreto Ley 902 de 2017.



RESOLUCIÓN No. *202632000055696* DEL 2026-02-23 Hoja No. 6

Por medio de la cual se ordena el INICIO DEL PROCEDIMIENTO ÚNICO, de que trata el
Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de Recuperación de Baldíos

Indebidamente Ocupados sobre el terreno denominado SANTA FE, identificado con el
Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, ubicado en la jurisdicción del municipio de

Tierralta, departamento de Córdoba.

la propiedad. De tal manera, como uno de los mecanismos para implementar el Punto 1 del
Acuerdo Final, se expidió el Decreto Ley de 902 de 2017 “Por el cual se adoptan medidas
para facilitar la implementación de la Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo
Final en materia de tierras, específicamente el procedimiento para el acceso y
formalización y el Fondo de Tierras”, que creó el Proceso Único de Ordenamiento Social
de la Propiedad, para desarrollar, entre otros asuntos, los mencionados procesos, tal como
se consignó en el artículo 58 ibidem.

Así entonces, el procedimiento único creado por el citado decreto ley, a través del cual se
tramitan los asuntos agrarios de competencia de la Subdirección de Procesos Agrarios y
Gestión Jurídica, tiene como propósito, entre otros, regularizar la relación de la tenencia de
la tierra, con el objeto de generar seguridad jurídica frente a esta y destinar la misma al
fondo de tierras en los casos en que aplique, para que a partir de allí se distribuya
conforme al deber del Estado de garantizar el acceso progresivo a la propiedad de la tierra
en los términos del artículo 64 de la Constitución Política.

4.2. Del fundamento constitucional y legal del proceso de recuperación de baldíos
indebidamente ocupados.

El artículo 102 de la Constitución Política establece que “el territorio, con los bienes
públicos que de él forman parte, pertenecen a la Nación”, con lo cual se entiende que
permanece la concepción tradicional del “dominio eminente” del Estado sobre todo el
territorio, es decir, su capacidad para regular el derecho de propiedad pública y privada, e
imponerle cargas y limitaciones, cuando resulte necesario para alcanzar los fines
esenciales del Estado consagrados por el Estatuto Superior2. A su turno, si bien el Código
Civil data de 1873, lo cierto es que complementa de manera acertada la carta política al
señalar, en sus artículos 674 y 675, que son bienes de La Unión (entiéndase la Nación) los
de uso público y los bienes fiscales que se sitúan dentro los límites territoriales y carecen
de otro dueño.

Entre tanto, el artículo 63 de la Carta Política consagra la propiedad estatal o la propiedad
de la Nación sobre diversos bienes no apropiables por particulares, tales como “(…) el
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley”; con
relación a los últimos y como ya fuera indicado, a esta tipología de bienes se adhieren los
fiscales, entre los cuales -a su turno- se encuentran los baldíos adjudicables que
igualmente pertenecen a la Nación y, respecto de los cuales, debido a su naturaleza y
vocación, la Ley 160 de 1994 les contempló un régimen jurídico diferente, según el cual la
propiedad de estos terrenos solo se adquiere por adjudicación (artículo 65) que haga el
Estado, siempre y cuando se acrediten los requisitos subjetivos y objetivos que contempla
la norma agraria para la adjudicación del terreno, so pena que, en caso contrario, el mismo
deba ser recuperado.

Por otra parte, se tiene que el artículo 150 de la Constitución Política prevé que
corresponde al Congreso hacer las leyes, entre las que se encuentran las relativas a la
“(…) apropiación o adjudicación y recuperación de tierras baldías”3; deber en virtud del
cual, entre otras, el legislador dictó la citada Ley 160 de 1994 que reguló el deber del
Estado de recuperar las tierras baldías adjudicables e inadjudicables y las demás de
propiedad de la Nación que se encuentren indebidamente ocupadas, lo cual se haría a

2 Corte Constitucional. Referencia: expediente D-8672. Sentencia C-255 de 2012.
3 Constitución Política, numeral 18 del artículo 150
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través del procedimiento respectivo que fue reglamentado posteriormente, con el fin de
proteger y salvaguardar el patrimonio público, restituyendo las tierras baldías adjudicables,
las inadjudicables y las demás de propiedad de la Nación que se encuentren en situación
de ocupación indebida conforme a la ley.

En ese sentido, la Agencia Nacional de Tierras reconoce que los procesos agrarios (entre
los cuales se encuentra el de recuperación de baldíos indebidamente ocupados), además
de propender por la correcta destinación de los bienes baldíos del país, defender el interés
público agrario y el patrimonio público, constituyen un instrumento para el cumplimiento de
los demás mandatos constitucionales asignados al Estado, entre los cuales se encuentra el
de garantizar el acceso progresivo a la propiedad rural por parte del campesinado
colombiano, según el artículo 64 de la Constitución Política; por lo cual, esta entidad, en el
marco de su competencia y en el ejercicio de sus funciones, recupera los predios de
dominio público indebidamente ocupados de acuerdo con la normativa agraria, para que,
posteriormente y en los casos en que esto sea factible, puedan ser entregados a quienes
la misma ley determine.

4.3. De los presupuestos para iniciar el Procedimiento Único contemplado en el
Decreto 902 de 2017

Ahora bien, visto el sustento constitucional de los procedimientos administrativos agrarios y
las órdenes emitidas por la Corte Constitucional a esta autoridad agraria, vale la pena
reseñar los presupuestos necesarios para que se dé inicio al procedimiento único
establecido en el Decreto Ley 902 de 2017.

Para lo anterior, resulta conveniente recordar en primera medida que de acuerdo al artículo
48 de la ley 160 de 1994, dentro de las competencias otorgadas al Instituto Colombiano de
la Reforma Agraria (hoy ANT) están las de clarificar las tierras desde el punto de vista de la
propiedad y determinar cuándo hay indebida ocupación de terrenos baldíos, de acuerdo a
lo contemplado en el artículo 2.14.19.5.1 del Decreto Único Reglamentario 1071, con la
finalidad de restituir los mismos al ámbito de administración del Estado.

Teniendo en cuenta esto, es claro que lo que persigue la norma con el procedimiento
establecido es constatar o verificar si, ante la existencia de un predio baldío, este se
encuentra ocupado de manera indebida por un particular.

En ese tenor, para dar inicio a este tipo de procedimiento se debe tener, por lo menos, una
inferencia razonada del acaecimiento de tres presupuestos a saber: i) La existencia de un
terreno baldío; ii) Que el baldío objeto de estudio se encuentre ocupado por un particular; y
iii) Que la ocupación que se ejerza sobre el baldío sea indebida a la luz de la normatividad
agraria.

4.3.1.Existencia de un terreno baldío

En lo que respecta al primero de los presupuestos mencionados, el Código Civil estipula:

“ARTICULO 675. <BIENES BALDIOS>. Son bienes de la Unión todas las tierras que estando
situadas dentro de los límites territoriales carecen de otro dueño”. (negrita fuera del texto)

Frente a ello, la Corte Constitucional en sentencia SU-288 de 2022 indicó que lo anterior
implica que:

“…el legislador adoptó un concepto de bien baldío a partir de una negación indefinida, la de
tratarse de tierras que carecen de otro dueño, a propósito de lo cual la Corte Suprema de
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Justicia en 1926, dijo que: “La aseveración que hace el Estado de ser baldío un terreno,
entraña una negación indefinida, o sea la de no haber salido de su patrimonio, la cual, según
los principios sobre prueba, debe destruirse con la afirmación concreta y definida de haberse
adquirido el dominio por quien se pretende dueño. Aquí la Nación tiene a su favor la
presunción de dominio, y aun cuando intervenga como actor en el juicio, está dispensada del
peso de la prueba.”4

Así entonces, se tiene que los baldíos, son bienes de dominio público que pertenecen a la
Nación por estar dentro de sus límites territoriales y carecer de otro dueño; este último
aspecto producto de la inexistencia de un título originario que no haya perdido eficacia
legal o de una cadena de títulos inscritos -tal y como se explicará más adelante- que
permitan establecer que respecto del bien inmueble se ejerce derecho de dominio por
parte de una persona diferente a la Nación, conforme a las reglas que se derivan de la
interpretación del artículo 48 de la Ley 160 de 1994.

El citado artículo dispone taxativamente que para acreditar y constituir legalmente la
propiedad en Colombia sobre inmuebles rurales que se ubican en el territorio nacional, se
requiere como prueba el “título originario expedido por el Estado que no haya perdido su
eficacia legal, o los títulos debidamente inscritos otorgados con anterioridad a la vigencia
de esta ley, en que consten tradiciones de dominio por un lapso no menor del término que
señalan las leyes para la prescripción extraordinaria”.

De esta manera, se puede colegir que la propiedad privada se demuestra mediante la
exhibición de cualquiera de los siguientes documentos:

a. Título originario expedido por el Estado que no haya perdido su eficacia legal,
entendiéndose que el Estado, a través de las diferentes disposiciones sobre
adjudicación de terrenos baldíos, se ha desprendido de su propiedad en favor de las
personas que acreditaran los respectivos requisitos de ley, a través de
pronunciamientos que se han denominado “Resolución de Adjudicación”, o de igual
forma los Títulos de Naturaleza Colonial o Republicana.

b. Títulos debidamente inscritos, otorgados con anterioridad al cinco (5) de agosto
de 1994, en los que consten tradiciones de dominio por un término no inferior a
aquel señalado para la prescripción extraordinaria.

En este orden de ideas, no acreditan propiedad privada respecto de un bien inmueble la
venta de cosa ajena; la transferencia de derecho incompleto o sin antecedente registral; la
protocolización de documento privado de venta de derechos de propiedad y/o posesión,
por ejemplo, la carta-venta; y la protocolización ante juzgados o notaría de declaraciones
de terceros sobre información de dominio y/o posesión, esto es, las denominadas falsas
tradiciones, a que se refiere la descripción 06 del parágrafo 3 del artículo 8 de la Ley 1579
de 2012, por la cual se expide el Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos y se dictan
otras disposiciones.

Ahora bien, en relación con la recuperación de baldíos indebidamente ocupados, el
parágrafo 1 del artículo 2.14.19.5.2. del Decreto 1071 de 2015 solo hace alusión a la
necesidad de tener la inferencia de la existencia de un bien baldío para poder tramitar este
tipo de actuación. Al respecto, dicho precepto contempló que:

4 Nota en el texto original: Jurisprudencia, Tomo II,número 357.
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“Parágrafo 1°. Teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 48, de la Ley 160 de
1994, cuando del análisis de los títulos de un predio se infiera sin lugar a dudas que se trata
de un bien baldío, por no existir títulos que acrediten la propiedad privada, se procederá con
el procedimiento de recuperación de baldíos indebidamente ocupados, sin perjuicio de que en
el desarrollo de este se demuestre la existencia de un título de propiedad privada o la calidad
de sujeto reforma agraria” (Subrayado fuera de texto original).

4.3.2 Ocupación del terreno baldío

Pese a no existir una norma que consagre taxativamente la ocupación como un
presupuesto de procedibilidad del proceso agrario ya reseñado, este se desprende de la
finalidad misma del procedimiento que propende por la recuperación de un predio baldío
ocupado de manera indebida (a la luz de unas causales taxativas previstas por la
norma), lo cual lleva a la necesaria conclusión de que el terreno que se pretende recuperar
para la administración del Estado indefectiblemente deba estar ocupado por un sujeto
activo (al cual se le cualificaría la ocupación como indebida o no).

Como se debe entender la ocupación en materia agraria es algo que se ve regulado en
diferentes disposiciones del ordenamiento jurídico; tal es el caso del artículo 65 de la Ley
160 de 1994, el cual la contempla en su último como un requisito para la adjudicación de
terrenos baldíos:

“Los ocupantes de tierras baldías, por ese solo hecho, no tienen la calidad de poseedores
conforme al Código Civil, y frente a la adjudicación por el Estado sólo existe una mera
expectativa.

(…)

No podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por ocupación previa, en tierras con aptitud
agropecuaria que se estén explotando conforme a las normas sobre protección y utilización
racional de los recursos naturales renovables, en favor de personas naturales, empresas
comunitarias y cooperativas campesinas, en las extensiones y condiciones que para cada
municipio o región del país señale la Junta Directiva…” (Negrita fuera del texto).

Este tipo de ocupación dista de la ocupación civil contemplada en el artículo 673 del
Código Civil; así lo recordó el Consejo de Estado a través de Sentencia del 13 de febrero
de 2006, radicación número 08001-23-31-000-1981-05570-01 (19484), en jurisprudencia
que se expresó en el siguiente sentido:

“Los bienes baldíos no están en el comercio, son inalienables y, por tanto, no son
susceptibles de adquirirse a través de la prescripción adquisitiva de dominio (Art. 2518 Código
Civil); solo pueden ser materia de adjudicación por el INCORA y de su adquisición a través
del modo de la ocupación reconocida y declarada por el Estado, la cual como lo indican las
normas vigentes sobre la materia, por regla general rebasa la simple aprehensión material del
bien inmueble, requiriéndose además que quien lo detenta demuestre que tiene bajo
explotación económica un porcentaje específico de la superficie cuya adjudicación se
pretende, que cumple con las normas sobre explotación en materia de recursos naturales y
que está dentro de los límites adjudicables, diferenciándose de la ocupación privada, que
opera frente a los bienes que carecen de dueño, en tanto que la ocupación ejercida sobre el
bien baldío, recae sobre bien del estado…” (subrayado fuera de texto).

El aparte jurisprudencial recién descrito permite entrever un acercamiento a la definición de
ocupación agraria, en el sentido de entender que la misma no se limita a la tenencia física
del bien, sino que incluye un aspecto económico relacionado con la explotación del mismo.



RESOLUCIÓN No. *202632000055696* DEL 2026-02-23 Hoja No. 10

Por medio de la cual se ordena el INICIO DEL PROCEDIMIENTO ÚNICO, de que trata el
Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de Recuperación de Baldíos

Indebidamente Ocupados sobre el terreno denominado SANTA FE, identificado con el
Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, ubicado en la jurisdicción del municipio de

Tierralta, departamento de Córdoba.

La referida connotación encuentra respaldo en el artículo 69 de la Ley 160 de 1994, cuyo
parágrafo señala:

“PARÁGRAFO. En el evento en que el solicitante de la adjudicación sea una familia
desplazada que esté en el Registro Único de Víctimas, podrá acreditar la ocupación previa no
inferior a cinco (5) años para tener derecho a la adjudicación, con la respectiva certificación
del registro de declaración de abandono del predio. La ocupación se verificará por la
Agencia Nacional de Tierras reconociendo la explotación actual sin que sea necesario
el cumplimiento de la explotación sobre las dos terceras partes de la superficie cuya
adjudicación se solicita (…)” (Negrilla fuera de texto original).

Conforme lo expuesto hasta acá, se entiende por ocupación el relacionamiento de hecho
que ostenta una persona con un bien baldío frente al cual eventualmente podría procurar
cernir el derecho de dominio (a través de la adjudicación) u obtener un provecho
económico; dicha ocupación se caracteriza por dos circunstancias fácticas: i) la
aprehensión material del bien rural y ii) su explotación económica, por ende, le
corresponde a esta autoridad de tierras verificar, en cada caso, la ocurrencia de uno u otro,
para determinar si una persona está ejerciendo ocupación sobre bien baldío de la Nación,
de manera que se dé cumplimiento con la función social de dicho bien rural.

Esta conceptualización de ocupación agraria se adecúa a las finalidades mismas de la
reforma rural integral, en lo concerniente a estimular el uso adecuado del campo conforme
a su función social y ecológica.

Frente a esto, el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una
Paz Estable y Duradera, en su parte uno, denominada “Hacia Un Nuevo Campo
Colombiano: Reforma Rural Integral”, consagra:

“Que la RRI concibe el territorio rural como un escenario sociohistórico con diversidad social y
cultural, en el que las comunidades —hombres y mujeres— desempeñan un papel
protagónico en la definición del mejoramiento de sus condiciones de vida y en la definición del
desarrollo del país dentro de una visión de integración urbano-rural. Que el desarrollo rural
integral es determinante para impulsar la integración de las regiones y el desarrollo social y
económico equitativo del país. La RRI debe lograr la gran transformación de la realidad rural
colombiana, que integre las regiones, erradique la pobreza, promueva la igualdad, asegure el
pleno disfrute de los derechos de la ciudadanía y como consecuencia garantice la no
repetición del conflicto y la erradicación de la violencia.

Que una verdadera transformación estructural del campo requiere adoptar medidas para
promover el uso adecuado de la tierra de acuerdo con su vocación y estimular la
formalización, restitución y distribución equitativa de la misma, garantizando el acceso
progresivo a la propiedad rural de quienes habitan el campo y en particular a las mujeres
rurales y la población más vulnerable, regularizando y democratizando la propiedad y
promoviendo la desconcentración de la tierra, en cumplimiento de su función social(…)”

Así las cosas, conforme a lo anterior, para el procedimiento de recuperación de baldíos
indebidamente ocupados se entenderán ocupadas las porciones de terreno en las que,
conforme a los insumos que se recolecten durante la actuación administrativa que se surta,
se logre evidenciar una aprehensión material del bien dirigida al desarrollo de alguna forma
de explotación económica actual.
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Ahora bien, en lo que atañe a la definición de explotación económica, se entenderá está en
los términos del artículo 1 de la Ley 200 de 19365, es decir como “la realización de hechos
positivos propios de un dueño como las plantaciones o sementeras, la ocupación con
ganado y otros de igual significación económica” , aclarándose que el cerramiento y la
construcción de edificios no constituyen por sí solos pruebas de explotación económica,
pero sí pueden considerarse como elementos complementarios de ella. Asimismo, y con el
fin de complementar dicha definición de explotación económica, se tendrá en cuenta la
acepción dada al respecto por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística
(DANE), según la cual la entiende la explotación económica como cualquier actividad en la
que se cree un valor agregado a través de la producción de bienes y servicios mediante el
empleo de recursos como la tierra, el capital o el trabajo6.

Así mismo, pese a no existir una norma que consagre taxativamente la ocupación como un
presupuesto de procedibilidad del proceso agrario ya reseñado, este se desprende de la
finalidad misma del procedimiento que propende por la recuperación de un predio baldío
ocupado de manera indebida (a la luz de unas causales taxativas previstas por la
norma), lo cual lleva a la necesaria conclusión de que el terreno que se pretende recuperar
para la administración del Estado indefectiblemente deba estar ocupado por un sujeto
activo (al cual se le cualificaría la ocupación como indebida o no).

4.3.3 Indebida ocupación de baldíos

Por último, luego de constatar que el predio baldío se encuentre ocupado, se debe verificar
si dicha ocupación es ejercida de forma indebida (o no) a la luz de las causales taxativas
contenidas en el artículo 2.14.19.5.2 del Decreto Único Reglamentario 1071 de 2015, el
cual dispone:

“ARTÍCULO 2.14.19.5.2. Causales. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 48
numeral 3 y 74 de la Ley 160 de 1994, los siguientes bienes tienen la condición de terrenos
baldíos indebidamente ocupados y en consecuencia será procedente su recuperación:

1. Las tierras baldías que tuvieren la calidad de inadjudicables de acuerdo con lo dispuesto en
el parágrafo del artículo 67 y 74 de la Ley 160 de 1994 y las reservadas o destinadas por
entidades estatales para la prestación de cualquier servicio o uso público.

2. Las tierras baldías que constituyan reserva territorial del Estado.

3. Las tierras baldías ocupadas que excedan las extensiones máximas adjudicables, de
acuerdo con la Unidad Agrícola Familiar (UAF) definida para cada municipio o región
por el Consejo Directivo del INCODER.

4. Las tierras baldías ocupadas contra expresa prohibición legal, especialmente las que
corresponden al Sistema de Parques Nacionales Naturales y al Sistema de Áreas Protegidas.

5 Téngase en cuenta la correcta interpretación de este artículo ya fue definida por la sentencia SU-288 de 2022, en el sentido
de que solo se encuentra vigente para establecer el significado de “posesión” agraria, y de ninguna manera como mecanismo
para acreditar la propiedad privada.

6 Departamento Administrativo Nacional de Estadística (2021). Censo económico de Colombia. Glosario de Términos. Pág. 6.
Disponible en: https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/censo-economico/info-metodologica/CE-glosario-de-terminos.pdf
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5. Las tierras baldías que hayan sido objeto de un procedimiento de reversión, deslinde,
clarificación, o las privadas sobre las cuales se declare extinción del derecho de dominio que
se encuentren ocupadas indebidamente por particulares.

6. Las tierras baldías que hayan sido objeto de caducidad administrativa, en los contratos de
explotación de baldíos, que suscriba el INCODER en las zonas de desarrollo empresarial.

7. Las tierras baldías que se encuentren ocupadas por personas que no reúnan la
calidad de beneficiarios de reforma agraria en los términos previstos en el Capítulo XII
de la Ley 160 de 1994.

8. Las tierras baldías inadjudicables, reservadas o destinadas para cualquier servicio o uso
público, que cuenten con títulos basados en la inscripción de falsas tradiciones.”. (Negrilla
fuera de texto original).

Así las cosas, se denominan causales objetivas de indebida ocupación a aquellas
enumeradas en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 8 del artículo 2.14.19.5.2 del Decreto Único
Reglamentario 1071 de 2015, debido a que la configuración de la indebida ocupación se
determina con sustento en las características del terreno, con indiferencia de las calidades
de la persona que lo ocupa.

Mientras que, contrario sensu, las causales subjetivas de indebida ocupación se
determinan con base en las calidades de la persona que presuntamente ocupa el área
baldía. En particular, se debe determinar si reúnen la calidad de beneficiarios de reforma
agraria en los términos previstos en el Capítulo XII de la Ley 160 de 1994 (con las debidas
modificaciones realizadas por las leyes 1728 de 2014, 1753 de 2015 y 1900 de 2018; y el
Decreto Ley 902 de 2017).

4.4. De la carga de la prueba en los procedimientos agrarios.

Aunado a los puntos dispuestos anteriormente, es oportuno hacer alusión al régimen
probatorio que se desarrolla en el procedimiento único bajo el asunto agrario de
recuperación de baldíos, concretamente en lo atinente a la carga de la prueba, entendida
como el deber procesal radicado en cabeza de las partes del procedimiento de recopilar y
allegar a la actuación los elementos probatorios suficientes para acreditar los hechos que
le interesa que resulten probados dentro del proceso, a efectos de que sirvan como
fundamento de sus pretensiones o sus excepciones7.

Al respecto, el primer inciso del artículo 167 del Código General del Proceso dispone que
la carga de la prueba, por regla general, se encuentra a cargo de la parte procesal que
alega el supuesto de hecho, lo cual, en otras palabras, significa que cada parte esta
obligada a corroborar y acreditar la ocurrencia de los hechos que alega dentro del proceso.

En consonancia con lo expuesto, se debe recalcar que la mencionada regla procesal tiene
una aplicación genérica a toda clase de procesos judiciales e incluso administrativos, no
obstante, a efectos de establecer la naturaleza del régimen probatorio que rige para la
presente actuación administrativa debe prestarse observancia al principio general del
derecho de especialidad, establecido en el artículo 5 de la ley 57 de 1887, el cual “(...) la
disposición relativa a un asunto especial prefiere a la que tenga carácter general.”

7 Devis, Hernando. (1970). Teoría general de la prueba judicial. 1ra Edición. Victor P. de Zavalía: Buenos Aires. Pág. 424.
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“ARTÍCULO 2.14.19.2.7. CARGA DE LA PRUEBA. En los procedimientos administrativos
agrarios de extinción del derecho de dominio privado, clarificación de la propiedad, deslinde
de tierras de la Nación y recuperación de baldíos indebidamente ocupados, la carga de la
prueba corresponde a los particulares, pero el Incoder podrá de oficio decretar o practicar
las pruebas que considere necesarias.

Igualmente corresponde a los particulares probar la fuerza mayor y el caso fortuito cuando
fueren alegados” (Negrilla y subrayado fuera de texto original)

En el caso del proceso de recuperación de baldíos indebidamente ocupados y en atención
a su objeto, esta carga se traduce en el hecho de que será la parte quien, para desestimar
el proceso, acredite la propiedad privada o la calidad de sujeto de reforma agraria, según
se desprende de la interpretación del parágrafo 1, artículo 2.14.19.5.2 del Decreto Único
1071 de 2015, según el cual “Teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 48
de la Ley 160 de 1994, cuando del análisis de los títulos de un predio se infiera sin lugar a
dudas que se trata de un bien baldío, por no existir títulos que acrediten la propiedad
privada, se procederá́ con el procedimiento de recuperación de baldíos indebidamente
ocupados, sin perjuicio de que en el desarrollo de este se demuestre la existencia de
un título de propiedad privada o la calidad de sujeto reforma agraria.” (Negrita fuera
del texto original).

Lo anterior no implica que la administración deba entenderse relevada de ejercer actividad
probatoria, toda vez que en virtud del debido proceso es su deber motivar las decisiones
que adopte, sin embargo, el traslado de la carga de la prueba en cabeza del particular
tiene importantes implicaciones dentro del procedimiento, ya que, ante las presunciones de
orden legal sobre la naturaleza baldía de los terrenos rurales y las afirmaciones que haga
la entidad respecto a la calidad del sujeto, debe ser el particular quien desvirtué tales
circunstancias.

5. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

5.1 Estudio técnico.

De acuerdo con el Informe Técnico Jurídico de fecha 23 de febrero de 2026 elaborado por
la Subdirección de Procesos y Agrarios y Gestión Jurídica, se concluye respecto al predio
objeto de estudio lo siguiente:

 De la revisión de antecedentes se establece que el predio objeto de estudio
corresponde al FMI No. 140-131541, denominado “SANTA FE”, ubicado en la vereda
Chibogado registralmente y Santa Ana catastralmente, municipio de Tierralta,
departamento de Córdoba, con área registral de ochenta y tres hectáreas con siete mil
ocho metros cuadrados (83 ha 7.008 m2), activo, sin FMI matriz ni derivados, de
naturaleza rural, abierto mediante Sentencia de Declaración Judicial de Pertenencia
del 20 de junio de 2012 proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de
Montería a favor de la señora Julier Alexandra David Álvarez identificada con cédula
de ciudadanía No. 21.592.056

 El polígono georreferenciado atiende al NPN
23-807-00-02-00-00-0059-0122-0-00-00-0000.

 Se presenta una diferencia de 907 m2 entre el área registral (83 ha + 7008 m²) y la
catastral IGAC (83 ha + 6101 m²).
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 No fue posible establecer coincidencia entre las colindancias declaradas en la
sentencia y la información catastral del IGAC, aún cuando se efectuaron las
respectivas consultas catastrales por nombre de los colindantes en el SNC IGAC, sin
obtener resultado que permitiera identificarlos espacialmente.

 De acuerdo con los títulos analizados y antes mencionados del FMI 140-131541, no se
establece que el área objeto de estudio provenga de un predio de mayor extensión.

 Se ubica en suelo rural de protección ambiental según el Plan de Ordenamiento
Territorial del municipio

 El predio objeto de estudio no traslapa ninguna de las capas temáticas de
restricciones. Por otra parte, traslapa con las capas temáticas de condicionamiento de:
Drenaje Sencillo; Mapa Tierras Hidrocarburos en un 100%; Reserva Forestal Ley
Segunda Sustracciones en un 100%; RUPTA Colectiva en un 66.99%; Zona Minera
Especial en un 100%; y Cultivos Ilícitos en un 100%.

 El análisis productivo y agropecuario no se aborda en el informe, en razón a que su
desarrollo depende de la visita de campo, la cual se realizará durante la etapa
probatoria del procedimiento administrativo.

5.2. Estudio jurídico.

Teniendo en cuenta lo descrito hasta aquí, resulta preciso aterrizar las consideraciones
realizadas al caso adelantado sobre la espacialidad que comprende el polígono del predio
objeto de estudio a efectos de verificar el agotamiento de los presupuestos necesarios para
dar inicio al Procedimiento Único contemplado en el Decreto Ley 902 de 2017, bajo el
asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente ocupados.

5.2.1 De la naturaleza jurídica del predio.

Tal y como se ha expuesto en acápites anteriores, la presente actuación se desarrolla
respecto del área de terreno denominada SANTA FE, identificado con el Folio de Matrícula
Inmobiliaria No. 140-131541, la cual será objeto de análisis en el presente punto.

 Del estudio jurídico del caso a partir de la revisión del Folio de Matrícula
Inmobiliaria No. 140-131541:

Revisado el Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, a partir de la consulta
realizada en la Ventanilla Única de Registro (VUR) de la Superintendencia de Notariado y
Registro (SNR), correspondiente al predio denominado como SANTA FE, se evidenció que
este se encuentra ubicado en jurisdicción del municipio de Tierralta, departamento de
Córdoba. El folio reporta estado ACTIVO, señala que se trata de un predio de tipo RURAL,
y no registra Folio Matriz ni predios segregados, tampoco presenta complementación que
dé fe de actos jurídicos inscritos bajo el antiguo sistema registral.

Como extensión superficiaria registra ochenta y tres hectáreas con siete mil ocho metros
cuadrados (83 ha + 7.008 m2) la cual difiere con el área catastral en novecientos siete
metros cuadrados (907 m2).

En relación al contenido de las anotaciones registrales, se identifican un total de doce (12),
las cuales se detallan a continuación:
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Anotación
No.

Acto jurídico –
Calificación

registral
Título Comparecientes

1
Declaración de

Pertenencia
(0131)

Sentencia de Declaración
Judicial de Pertenencia del 20
de junio de 2012 proferida por
el Juzgado Segundo Civil del

Circuito de Montería

A: Julier Alexandra David Álvarez
CC 21592056

2 Hipoteca (0205)
Escritura Pública No. 064 del
20 de marzo de 2013 de la

Notaría Única de Ciénaga de
Oro

De: Julier Alexandra David
Álvarez CC 21592056

A: Banco Agrario de Colombia
S.A. NIT. 8000378008

3 Cancelación
Hipoteca (0843)

Escritura Pública No. 1978 del
12 de diciembre de 2013 de la

Notaría Única de Cereté

De: Banco Agrario de Colombia
S.A.

A: Julier Alexandra David Álvarez
CC 21592056

4 Compraventa
(0125)

Escritura Pública No. 4598 del
274 de diciembre de 2013 de

la Notaría Primera de
Valledupar

De: Julier Alexandra David
Álvarez CC 21592056

A: Nubia de Jesús Zea Villegas
CC 22186691

5 Hipoteca (0205)
Escritura Pública No. 940 del
26 de marzo de 2014 de la

Notaría Primera de Valledupar

De: Nubia de Jesús Zea Villegas
CC 22186691

A: Autotécnica colombiana S.A.S
"AUTECO" NIT 890.900.317-0

6 Ampliación
Hipoteca (0201)

Escritura Pública No. 3648 del
3 de noviembre de 2015 de la
Notaría Segunda de Montería

De: Nubia de Jesús Zea Villegas
CC 22186691

A: Autotécnica colombiana S.A.S
AUTECO- NIT 890900317-0 NIT.

8909003170

7 Compraventa
(0125)

Escritura Pública No. 2401 del
12 de diciembre de 2019 de la

Notaría Segunda de
Valledupar

De: Nubia de Jesús Zea Villegas
CC 22186691

A: Paola Quintero Ballestas CC
1032369041

8 Cancelación
Hipoteca (0843)

Escritura Pública No. 1093 del
18 de mayo de 2021 de la

Notaría Segunda de
Valledupar

De: Autotécnica colombiana S.A.S
NIT 890900317-0

A: Nubia de Jesús Zea Villegas
CC 22186691

9 Compraventa
(0125)

Escritura Pública No. 259 del
16 de agosto de 2022 de la
Notaría Única de Tierralta

De: Paola Quintero Ballestas
A: Lisdey Yomary Bedoya
González CC 43928463

10 Embargo
Ejecutivo (0427)

Oficio No. 2041 del 4 de
octubre de 2023 del Juzgado
Segundo Civil Municipal de

Oralidad de Bello

De: Bancolombia S.A. NIT.
8909039388

A: Lisdey Yomary Bedoya
González CC 43928463

11 Cancelación
Embargo (0841)

Oficio 2009 del 5 de
septiembre de 2024 del
Juzgado Segundo Civil

Municipal de Oralidad de Bello

De: Bancolombia S.A. NIT.
8909039388

A: Lisdey Yomary Bedoya
González CC 43928463

12 Compraventa
(0125)

Escritura Pública No. 2271 del
19 de noviembre de 2024 de
la Notaría Segunda de Bello

De: Lisdey Yomary Bedoya
González CC 43928463

A: Danna Gómez Pardo CC
1073978402

Tabla 2. Datos jurídicos del FMI No. 140-131541
Fuente: Ventanilla Única de Registro (VUR)

Con fundamento en lo expuesto, se identifica la Sentencia de Declaración Judicial de
Pertenencia del 20 de junio de 2012, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de
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Montería, como el acto jurídico que dio apertura al Folio de Matrícula Inmobiliaria objeto de
análisis. Posteriormente, se evidencian diversos negocios jurídicos mediante los cuales se
transfirió el derecho de dominio entre particulares, así como la constitución de gravámenes
sobre el inmueble, los cuales a la fecha se encuentran cancelados.

En este contexto, es preciso señalar que una sentencia de declaración judicial de
pertenencia únicamente adquiere la condición de título idóneo para acreditar el pleno
derecho de dominio y resultar oponible frente a la Autoridad de Tierras cuando dentro del
respectivo proceso judicial, se haya acreditado de manera expresa la naturaleza jurídica
privada del predio objeto de usucapión. En consecuencia, la sola inscripción de una
providencia de esta naturaleza —cuando constituye el primer acto en la cadena registral y
no se encuentra precedida de antecedentes registrales— no resulta suficiente para
desvirtuar la eventual naturaleza baldía del inmueble.

Por el contrario, si no se logra demostrar dicha condición y se evidencia que el predio
objeto de usucapión corresponde a un bien baldío de la Nación, la sentencia deberá ser
analizada integralmente junto con los demás negocios jurídicos que conforman su cadena
de tradición, a fin de determinar -mediante el Procedimiento Único Agrario- su verdadera
naturaleza jurídica y situación de ocupación.

En ese sentido, se está frente a un primer título de tradición que, a la luz de la normatividad
civil, no constituye una forma válida de adquirir el dominio pleno sobre bienes de
naturaleza baldía. En consecuencia, de manera preliminar se advierte que podría tratarse
de un inmueble presuntamente baldío, respecto del cual deberá verificarse si se encuentra
indebidamente ocupado, conforme a las causales previstas en la ley.

5.2.2. Del estudio de títulos obrantes en el expediente:

Sentencia de Declaración Judicial de Pertenencia del 20 de junio de 2012 proferida
por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Montería.

Conforme al análisis jurídico de la Sentencia de pertenencia del 20 de junio de 2012
proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Montería (Córdoba), inscrita como
anotación No. 1 en el Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541 del Círculo Registral
de Montería, se establece que dicho documento constituye el acto originario de apertura
del Folio.

Mediante el citado instrumento, la señora Julier Alexandra David Álvarez actuando por
intermedio de apoderado judicial instauró demanda ordinaria de pertenencia agraria por
prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio contra personas indeterminadas, sobre
una extensión superficiaria de ochenta y tres hectáreas con siete mil ocho metros
cuadrados (83 ha + 7.008 m²), quien manifestó que el inmueble le fue entregado por sus
padres, quienes a su vez lo habían recibido de los abuelos de la misma, y que desde
entonces había decidido radicarse en el lugar, habitándolo, explotándolo y conservándolo
por más de dos décadas.

Señaló haber desarrollado en el predio actividades agropecuarias y de conservación del
suelo, administrándolo de forma autónoma y sin reconocimiento de dominio ajeno,
manteniendo la posesión material y defendiendo el terreno de perturbaciones de terceros.

Admitida la demanda mediante Auto de fecha 20 de mayo de 2009, se ordenó el
emplazamiento de todas las personas indeterminadas que se creyeran con algún derecho
en el inmueble de que trata la demanda. Conforme a lo dispuesto en la ley, una vez surtido
el emplazamiento se nombró Curador Ad-Litem, cargo que recayó en la señora Etelvina
Hoyos Paternina, quien contestó la misma sin presentar oposición alguna.
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Durante el trámite procesal se allegaron y practicaron diversas pruebas documentales,
testimoniales y judiciales que sirvieron de fundamento a la decisión adoptada. En primer
lugar, se recibieron los testimonios de Jhon Alberto Cardona Villa, Francisco Alcides Areiza
Restrepo y José Gregorio Caballero Guzmán, quienes coincidieron en afirmar que la
señora Julier Alexandra David Álvarez había poseído el inmueble de forma pública,
pacífica e ininterrumpida por un período superior a veinte años, los declarantes ratificaron
además que la posesión fue visible, permanente y conocida en la comunidad.

Así mismo, el despacho practicó inspección judicial al predio de estudio mediante la cual
se verificó su existencia física, ubicación y linderos, constatando que se trató de un bien
inmueble rural efectivamente ocupado, explotado y conservado por la demandante.

Con fundamento en dichas pruebas, el despacho concluyó que la posesión ejercida por la
señora Julier Alexandra David Álvarez cumplió con los requisitos establecidos por la ley, al
haberse demostrado una posesión pública, pacífica, ininterrumpida y a nombre propio
durante más de veinte años.

En consecuencia, el folio de matrícula mencionado fue abierto con fundamento en dicha
sentencia. No obstante, es preciso advertir que el expediente judicial no contiene prueba
alguna que acredite que el inmueble pertenecía al dominio privado, ni existe constancia de
que se haya oficiado a las entidades competentes para emitir concepto técnico sobre la
naturaleza jurídica del bien. Lo anterior, teniendo en cuenta que la demandante sustentó su
pretensión exclusivamente en la posesión prolongada, sin aportar título alguno ni prueba
que demostrara que el terreno no correspondía a un bien baldío de la Nación.

De esta forma, se establece que la extensión de terreno denominada SANTA FE se
encuentra ubicada en jurisdicción del municipio de Tierralta, departamento de Córdoba,
asociada al Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, y catastralmente al Número
Predial Nacional 23-807-00-02-00-00-0059-0122-0-00-00-0000. En ese sentido, con base
en los artículos 48 y 65 de la Ley 160 de 1994, preliminarmente se concluye que se está
ante la presunción de un bien baldío, la cual no se encuentra desvirtuada hasta el
momento.

5.2.3. De la revisión de predios colindantes:

Una vez efectuado lo anterior, se estima pertinente ampliar el estudio de títulos a los
predios colindantes asociados a la matrícula No. 140-131541, vinculada catastralmente al
Número Predial Nacional 23-807-00-02-00-00-0059-0122-0-00-00-0000. Ello con el
propósito de establecer, de manera preliminar, si existe correspondencia con alguno de
sus linderos, descartar o confirmar la posible procedencia de un inmueble de mayor
extensión y, en consecuencia, determinar la naturaleza jurídica de los predios de la zona.

En ese sentido, resulta relevante señalar la información obtenida de la base catastral del
departamento de Córdoba respecto de los predios colindantes al inmueble objeto de
análisis, la cual se presenta a continuación:

Lindero
Número
Predial

Nacional
Direcció

n
Área de
Terreno FMI Titular

Catastral
Identificaci
ón Titular

NORTE
23-807-00-02-
00-00-0059-01
97-0-00-00-00

00

NUEVA
ESPERA

NZA
75 ha +

2460.0 m2 140-5648 URRA S A
E S P

NIT –
800175746

9

ESTE
23-807-00-02-
00-00-0059-02
71-0-00-00-00

00

MISELA
NIA

16 ha +
4111.0 m2

NO
REGISTRA LA NACION

NIT –
100000012

06



RESOLUCIÓN No. *202632000055696* DEL 2026-02-23 Hoja No. 18

Por medio de la cual se ordena el INICIO DEL PROCEDIMIENTO ÚNICO, de que trata el
Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de Recuperación de Baldíos

Indebidamente Ocupados sobre el terreno denominado SANTA FE, identificado con el
Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, ubicado en la jurisdicción del municipio de

Tierralta, departamento de Córdoba.

SUR
23-807-00-02-
00-00-0063-02
65-0-00-00-00

00

TERREN
O 10

980 ha +
5539.0 m2

NO
REGISTRA LA NACION

NIT –
100000012

28

OESTE
23-807-00-02-
00-00-0063-02
65-0-00-00-00

00

TERREN
O 10

980 ha +
5539.0 m2

NO
REGISTRA LA NACION

NIT –
100000012

28
Tabla 3 Consulta Colindantes Catastrales

Fuente: Informe Técnico Jurídico ANT – 2026.

En la siguiente tabla, se encuentran los datos obtenidos de la consulta registral, del
colindante del que se logró identificar FMI:

FMI DIRECCIÓN FMI Matriz FMI Derivado Anotación / Documento
Apertura

140-5648 FI GUAYABAL   NO
REGISTRA NO REGISTRA  

ANOTACIÓN No. 1
ESCRITURA PÚBLICA

DE COMPRAVENTA No.
84 DEL 19 DE JUNIO DE

1974 DE LA NOTARÍA
ÚNICA DE TIERRALTA

DE: APARACIO MANUEL
JARABA BLANQUICETT

A: MANUEL ÁNGEL
GUZMÁN RIVERA

Tabla 4 Consulta Colindante
Fuente: VUR-SNR (2026)

De la anterior información ha sido posible concluir preliminarmente que:

Al confrontar las colindancias declaradas en la sentencia con la información catastral
oficial, no fue posible establecer coincidencia plena e inequívoca entre los linderos allí
descritos y los predios identificados en la base catastral del IGAC. Las consultas realizadas
en el SNC por nombre de los presuntos colindantes no arrojaron resultados que
permitieran su identificación espacial precisa.

En ese sentido, el análisis perimetral permite advertir que el predio objeto de estudio se
encuentra rodeado en tres de sus cuatro costados por inmuebles que registran titularidad
catastral de la Nación y/o se encuentran vinculados al área de influencia de la Empresa de
Urrá, sin que exista plena correspondencia entre la descripción de colindancias contenida
en la sentencia y la información geoespacial oficial. Esta circunstancia reviste especial
relevancia para el análisis de la naturaleza jurídica del inmueble, en tanto evidencia un
entorno predominantemente asociado a bienes de carácter público o sin antecedente
registral privado identificado.

Por lo anterior, se concluye que, con la revisión de los documentos allegados y la
información disponible, no se ha detectado con certeza la existencia del derecho real de
dominio consolidado, en cabeza de alguna persona natural o jurídica, puesto que, de
manera inicial, no se encontró que sea un predio o haga parte de uno que haya salido del
dominio del Estado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley 160 de 1994.

5.2.4. De la ocupación del inmueble rural.

Una vez analizada la naturaleza jurídica del bien objeto de la actuación, y con ello el
cumplimiento del primer supuesto para la procedencia del Procedimiento Único
contemplado en el Decreto Ley 902 de 2017, se debe analizar si del acervo probatorio
recopilado durante la etapa preliminar se puede inferir razonablemente que el predio se
encuentra ocupado por un particular.
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Para tal efecto, frente a la situación de tenencia del terreno, es menester señalar que de
manera preliminar se tienen como actual titular registral y ocupante a la señora Danna
Gómez Pardo identificada con cédula de ciudadanía No. 1.073.978.402

5.2.5. Del estudio frente a la posible indebida ocupación del inmueble.

Ahora bien, identificado preliminarmente el presunto ocupante del área objeto de estudio,
corresponde examinar la situación de ocupación a la luz de lo dispuesto en el artículo
2.14.19.5.2 del Decreto Único Reglamentario 1071 de 2015. En virtud de dicha norma, se
establecen diversas causales de indebida ocupación que permiten valorar la procedencia
del procedimiento de recuperación.

Tal como se expuso en los fundamentos jurídicos de este acto administrativo, los
numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 8 de la disposición citada prevén causales objetivas de indebida
ocupación, determinadas por las características intrínsecas del terreno, sin atender a las
condiciones personales del ocupante. Por su parte, el numeral 7 contempla la causal
subjetiva, sustentada en las calidades de la persona que presuntamente ocupa el área
baldía.

En consecuencia, y con el propósito de verificar la configuración de alguno de estos
supuestos normativos, a continuación, se presenta el análisis de las causales de indebida
ocupación que resultan pertinentes para el caso en estudio:

 Causal 3 - Tierras baldías ocupadas que excedan las extensiones máximas
adjudicables, de acuerdo con la Unidad Agrícola Familiar (UAF) definida para
cada municipio o región por el Consejo Directivo del INCODER.

De conformidad con lo expuesto en la ley, la función de las causales de indebida
ocupación está íntimamente ligada al cumplimiento de los objetivos de la reforma agraria
consagrada por la Ley 160 de 1994, dado que con ellas se logra influir en la
democratización de la propiedad, en la prevención de la concentración inequitativa de la
tierra y en el fomento del acceso por parte de la población campesina a la propiedad rural.
En este sentir se manifestó la Corte Constitucional en la sentencia C-073 de 2018, en la
cual enunció:

“(…) Al respecto, la Corte reitera lo sostenido a lo largo de su jurisprudencia y retomado en la
sentencia SU-426 de 2016, donde recordó el propósito histórico del Estado colombiano de
desarrollar una reforma rural integral destinada a disminuir la inequidad en el campo y
evitar la concentración de la tierra. En ese sentido, son centrales los artículos 64 y 65 de la
Constitución Política que establecen la obligación estatal de asegurar "el acceso progresivo a
la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios" y de proteger especialmente la
producción de alimentos, dando prioridad, entre otras, a las actividades agrícolas.

De lo anterior se extrae la importancia primordial de las tierras baldías en el
cumplimiento de los fines de la reforma rural, con énfasis en los procesos de clarificación,
recuperación y acertada adjudicación (…)” (Negrita fuera de texto)

Es en este sentido que la causal de indebida ocupación por la tenencia de terrenos que
superen la UAF cobra sentido, ya que con la misma se busca conjurar la inequitativa
distribución de la tierra.

Siendo esto así, en lo que respecta a la UAF, se tiene que el último inciso del artículo 65
de la Ley 160 de 1994 dispone:

“No podrá hacerse adjudicación de baldíos sino por ocupación previa, en tierras con aptitud
agropecuaria que se estén explotando conforme a las normas sobre protección y utilización
racional de los recursos naturales renovables, en favor de personas naturales, empresas
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comunitarias y cooperativas campesinas, en las extensiones y condiciones que para cada
municipio o región del país señale la Junta Directiva” (Negrita fuera del texto original)

Así mismo, el articulo 67 ibidem consagra:

ARTÍCULO 67. El Consejo Directivo del Incoder señalará para cada región o zona las
extensiones máximas y mínimas adjudicables de los baldíos productivos en Unidades
Agrícolas Familiares, y declarará, en caso de exceso del área permitida, que hay indebida
ocupación o apropiación de las tierras de la Nación.

En caso de existir áreas que excedan el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar establecidas
para las tierras en el municipio o zona a estas áreas se les dará el carácter de baldío
reservados, susceptibles de ser adjudicados a otros campesinos” (Negrilla fuera del texto)

Ahora bien, dentro de las causales contempladas para el procedimiento agrario de
recuperación de baldíos, el numeral 3 del artículo 2.14.19.5.2. del Decreto 1071 de 2015
establece: “Las tierras baldías ocupadas que excedan las extensiones máximas adjudicables,
de acuerdo con la Unidad Agrícola Familiar (UAF) definida para cada municipio o región por el
Consejo Directivo del INCODER” (Subrayado fuera del texto)

En ese tenor, es claro que los terrenos baldíos cuya extensión superficiaria exceda el límite
establecido para la UAF de su respectiva zona o región, deben declararse como
indebidamente ocupados.

Por lo anterior y en concordancia con la revisión de información respecto al inmueble en
intervención, se evidencia que la UAF estimada para el municipio de Tierralta (Córdoba) se
encuentra en la ZONA RELATIVAMENTE HOMOGÉNEA No. 5 (Según la Resolución No.
041 de 1996, cuya Unidad Agrícola Familiar se establece entre 43 a 58 hectáreas, por lo
que, teniendo de presente que el área registral del inmueble es de (83 ha + 7.008 m² )
superaría la UAF establecida para el área donde se ubica el inmueble, y se colige de
manera preliminar que el predio podría encontrarse indebidamente ocupado, situación que
se determinará a través del Procedimiento Único bajo el asunto de Recuperación de
Baldíos Indebidamente Ocupados descrito en el Decreto Ley 902 de 2017.

 Causal 7 - Tierras baldías que se encuentren ocupadas por personas que no
reúnan la calidad de beneficiarios de reforma agraria en los términos previstos
en el Capítulo XII de la Ley 160 de 1994

Frente esta causal, es precio realizar un análisis del ocupante y su posible incidencia
frente al numeral 7 del artículo 2.14.19.5.2 del Decreto Único 1071 de 2015, puesto que la
norma en cita dispone que es motivo de indebida ocupación de tierras baldías cuando es
ejercida por parte de personas que no detentan la calidad de beneficiarios de reforma
agraria según lo establecido el capítulo XII de la Ley 160 de 1994; tal capítulo se conforma
por los preceptos normativos contenidos desde el artículo 65 hasta el 78 de la referida ley.

El concepto o las calidades de beneficiario de reforma agraria tienen como propósito
conocer si una determinada persona cumple con unas condiciones de carácter subjetivo
que permiten identificar si eventualmente la misma podría tener acceso a la tierra en lo que
a terrenos baldíos se refiere. Al respecto, en el capítulo XII se ubica el artículo 69,
modificado por el artículo 4 de la Ley 1900 de 2018, que dispone:

“Los sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito y parcialmente gratuito que
soliciten la adjudicación de un baldío, deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos
establecidos en los artículos 4o y 5o del Decreto número 902 de 2017 o la norma que lo
reemplace o sustituya.” (Negrita fuera del texto original).
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Por lo anterior, resulta necesario remitirse a lo normado en los artículos 4 y 5 del Decreto
Ley 902 de 2017, a fin de establecer quiénes son sujetos de acceso a tierra y sus
respectivos requisitos; los cuales se desarrollan a continuación:

“ARTÍCULO 4. SUJETOS DE ACCESO A TIERRA Y FORMALIZACIÓN A TÍTULO
GRATUITO. Son sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito los campesinos,
campesinas, trabajadores, trabajadoras y las asociaciones con vocación agraria o las
organizaciones cooperativas del sector solidario con vocación agraria y sin tierra o con tierra
insuficiente, así como personas y comunidades que participen en programas de asentamiento y
reasentamiento con el fin, entre otros, de proteger el medio ambiente, sustituir cultivos ilícitos y
fortalecer la producción alimentaria, priorizando a la población rural victimizada, incluyendo sus
asociaciones de víctimas, las mujeres rurales, mujeres cabeza de familia y a la población
desplazada, que cumplan concurrentemente los siguientes requisitos:

1. No poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma
cincuenta y cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) al momento de
participar en el programa de acceso a tierras

2. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de predios
destinados exclusivamente para vivienda rural o urbana, o que la propiedad que
ostente no tenga condiciones físicas o jurídicas para la implementación de un
proyecto productivo.

3. No haber sido beneficiario de algún programa de tierras, salvo que se demuestre que las
extensiones de tierra a las que accedió son inferiores a una UAF.

4. No ser requerido por las autoridades para el cumplimiento o estar cumpliendo una pena
privativa intramural de la libertad impuesta mediante sentencia condenatoria en firme, sin
perjuicio de los tratamientos penales diferenciados que extingan la acción penal o la
ejecución de la pena.

5. No haber sido declarado como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales
patrimoniales o no estar incurso en un procedimiento de esta naturaleza. En este último
caso se suspenderá el ingreso al RESO hasta que finalice el procedimiento no declarando
la indebida ocupación.

También serán sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito quienes además de lo
anterior, sean propietarios, poseedores u ocupantes despojados de su predio, y no clasifiquen
como sujetos de restitución de tierras de conformidad con el artículo 75 de la Ley 1448 de
2011(…)”. (Negrilla por fuera del texto)

“ARTÍCULO 5. SUJETOS DE ACCESO A TIERRA Y FORMALIZACIÓN A TÍTULO
PARCIALMENTE GRATUITO. Son sujetos de acceso a tierra y formalización a título
parcialmente gratuito las personas naturales o jurídicas que no tengan tierra o que tengan tierra
en cantidad insuficiente y que cumplan en forma concurrente los siguientes requisitos:

1. Poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete coma
cincuenta y cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) y que no exceda de
diecinueve mil ciento cuarenta y cinco coma cincuenta y dos (19.145,52) Unidades
de Valor Tributario (UVT) al momento de participar en el programa de acceso a
tierras.

2. No haber sido beneficiario de algún programa de tierras, salvo que se demuestre que las
extensiones de tierra a las que accedió son inferiores a una UAF.

3. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de predios
destinados para vivienda rural y/o urbana,

4. No ser requerido por las autoridades para el cumplimiento o estar cumpliendo una pena
privativa intramural de la libertad impuesta mediante sentencia condenatoria en firme.

5. No haber sido declarado como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales
patrimoniales o no estar incurso en un procedimiento de esta naturaleza En este último
caso se suspenderá el ingreso al RESO hasta que finalice el procedimiento no declarando
la indebida ocupación.
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También serán sujetos de acceso a tierra y formalización a título parcialmente gratuito quienes
además de lo anterior, sean propietarios, poseedores u ocupantes despojados de su predio, y
no clasifiquen como sujetos de restitución de tierras de conformidad con el artículo 75 de la Ley
1448 de 2011(…)” (Negrilla fuera del texto original)

En dicho sentido, identificado el presunto ocupante del terreno objeto de estudio, se
procedió a recaudar información relevante del mismo con miras a identificar si acredita los
requisitos necesarios para ser considerado sujeto de reforma agraria a la luz de lo
dispuesto en el capítulo XII de la Ley 160 de 1994, tal y como se muestra a continuación.

Respecto del patrimonio, a través de la consulta realizada a través del Sistema Integrado
de Tierras -SIT, a las bases de datos de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales
(DIAN) de fecha 19 de febrero de esta anualidad, en la cual se requirió información sobre
el patrimonio de la presunta ocupante no se verifica que la señora Gómez Pardo haya
realizado declaraciones patrimoniales, como se evidencia a continuación:

Ilustración 2. Consulta base de datos de la DIAN.
Fuente: Consulta SIT 2026

Ahora bien, a través de consulta a la Ventanilla Única de Registro (VUR) de la
Superintendencia de Notariado y Registro, se verificó sí la posible ocupante aparece como
titular de otros inmuebles en el territorio nacional que impidan reconocerla como sujeto de
acceso a tierra. De dicha búsqueda, se evidenció lo siguiente:

Ilustración 3. Consulta índice de propietarios Danna Gómez Pardo
Fuente: Ventanilla Única de Registro (VUR)

En ese orden de ideas, se observa que a nombre de la señora Danna Gómez Pardo
figuran dos inmuebles adicionales al predio objeto de estudio como lo son los FMI No.
140-107282 y 190-214403; superando los límites de propiedad para que una persona
pueda ser considerada sujeto de reforma rural integral con derecho al acceso a la tierra a
cualquier título, así pues, se puede concluir que no cumple con los requisitos señalados en
el numeral 2 del artículo 4 y numeral 3 artículo 5 del Decreto Ley 902 de 2017.

En tal sentido, una vez identificada la presunta ocupante de la extensión de terreno objeto
de estudio, corresponde indicar que de manera preliminar la ocupación del predio se torna
indebida con ocasión de las causales 3 y 7 contempladas en el artículo 2.14.19.5.2 del
Decreto Único Reglamentario 1071 de 2015. Se aclara que la descripción de estas no
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implica que sea exclusiva y/o únicamente la que se tendrá en cuenta cuando se defina el
procedimiento. Lo anterior no impide valorar la información que actualmente reposa en el
expediente en relación con los presuntos ocupantes de este.

En consecuencia, y mientras no se desvirtúe la presunción de baldío, la ocupación ejercida
por el mencionado sujeto carecería de amparo legal, por lo que resulta procedente su
análisis integral dentro del marco del Procedimiento Único establecido en el Decreto Ley
902 de 2017, a fin de determinar la verdadera naturaleza jurídica del predio y la legalidad
de su ocupación.

Por otro lado, es pertinente señalar que, del análisis técnico efectuado a partir del cruce de
capas temáticas sobre el área de terreno objeto de estudio, se determinó que dicha
superficie presenta traslape con las capas temáticas de condicionamiento de: Drenaje
Sencillo; Mapa Tierras Hidrocarburos en un 100%; Reserva Forestal Ley Segunda
Sustracciones en un 100%; RUPTA Colectiva en un 66.99%; Zona Minera Especial en un
100%; y Cultivos Ilícitos en un 100%. Esta información deberá ser verificada y confirmada
ante las autoridades competentes, a fin de establecer la posible existencia de restricciones
o limitaciones.

6. CONCLUSIÓN DEL CASO

En consideración a lo expuesto en acápites anteriores, se debe concluir que, con la
información recabada al momento procesal de la presente actuación administrativa, se
configuran los supuestos de hecho y de derecho requeridos para dar inicio al
Procedimiento Único bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos indebidamente
ocupados, respecto del predio denominado SANTA FE, identificado con el Folio de
Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541. Puesto que en este punto fue posible determinar: (i)
que el predio es de naturaleza baldía; (ii) se encuentra presuntamente ocupado
actualmente por la señora Danna Gómez Pardo; y (iii) la ocupación que se ejerce sobre el
mismo seria indebida conforme al numeral 3 y 7 del artículo 2.14.19.5.2. del Decreto 1071
de 2015.

Así las cosas, en virtud de lo establecido en el literal c) del artículo 60 y artículo 61 del
Decreto Ley 902 de 2017, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 32 del anexo
técnico de la Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificado
parcialmente por la Resolución No. 202510000154456 del 04 de febrero de 2025, la
Subdirección de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica considera que, frente a las
diligencias propias de recuperación y de conformidad con las recomendaciones del Informe
Técnico Jurídico, se cumplen los supuestos de hecho y de derecho para expedir Acto
Administrativo de inicio del Procedimiento Único en el marco del procedimiento de
Recuperación de baldíos indiamente ocupados, adelantado sobre el predio denominado
SANTA FE, ubicado en la jurisdicción del municipio de Tierralta, departamento de
Córdoba, como quiera que es necesario agotar el asunto agrario para definir la indebida
ocupación del referido inmueble.

Por tanto, se informa a las partes y a los interesados que luego de notificado, comunicado
y publicitado el Acto Administrativo, comienza el término del traslado por diez (10) días
hábiles, para que puedan aportar o solicitar las pruebas que consideren necesarias para
hacer valer sus derechos. En todo caso, hasta antes de que se profiera la decisión de
fondo se podrán decretar y practicar pruebas de oficio o a petición del interesado, siempre
que sean pertinentes, útiles y conducentes.
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En mérito de lo expuesto y con el fin de dar cumplimiento a lo señalado, el Subdirector de
Procesos Agrarios y Gestión Jurídica de la Agencia Nacional de Tierras (ANT),

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: ORDENAR EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO ÚNICO de que
trata el Decreto Ley 902 de 2017, bajo el asunto agrario de recuperación de baldíos
indebidamente Ocupados, respecto de la extensión de terreno denominada SANTA FE,
identificado con el Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 140-131541, ubicado en la
jurisdicción del municipio de Tierralta, departamento de Córdoba, el cual cuenta con un
área registral de ochenta y tres hectáreas con siete mil ocho metros cuadrados (83 ha +
7.008 m2) aproximadamente, según lo expuesto en la parte considerativa del presente
acto.

ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a los presuntos titulares de
derechos reales principales y accesorios, o a sus apoderados, previa presentación de
poder; y demás que corresponda, de conformidad con los artículos 67 y siguientes del
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de
2011), en concordancia con el artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017.

ARTÍCULO TERCERO: COMUNICAR la presente decisión a la Procuraduría 10 Judicial II
para Asuntos Ambientales Minero Energéticos y Agrarios de Montería (Córdoba), para que,
si así lo considera, se constituya como parte de conformidad con lo establecido en el
numeral 8 del artículo 33 de la Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023,
modificada por la Resolución 202510000154456 del 04 de febrero de 2025, así como a
terceros determinados e indeterminados, de conformidad con los artículos 37, 73 y
siguientes del CPACA, en concordancia con el artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017.

ARTÍCULO CUARTO: ORDENAR la publicación de la parte resolutiva de este acto
administrativo en la página electrónica de la entidad y del municipio en donde se encuentre
ubicado el predio, o en su cartelera, así como en un medio masivo de comunicación en el
territorio con el fin de publicitar el acto a terceros que puedan resultar afectados con la
actuación, en virtud de lo establecido en el artículo 70 del Decreto Ley 902 de 2017 y el
artículo 37 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
(CPACA).

ARTÍCULO QUINTO: ORDENAR a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de
Montería (Córdoba), la inscripción del presente acto administrativo en el Folio de Matrícula
Inmobiliaria No. 140-131541, en los términos del numeral 9 del artículo 33 de la Resolución
No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por el artículo 2 de la Resolución
No. 202510000154456 del 04 de febrero de 2025.

ARTÍCULO SEXTO: En firme el presente Acto Administrativo, PROCEDER con el cierre
del expediente No. 202332003400211881E correspondiente al asunto agrario de
Clarificación de la Propiedad, y en consecuencia disponer la apertura de un nuevo código
de expediente para el procedimiento de Recuperación de Baldíos Indebidamente
Ocupados.

PARÁGRAFO PRIMERO: Creado el nuevo expediente, PROCEDER con la migración
integral del material documental obrante en el expediente de Clarificación de la propiedad a
este.
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ARTÍCULO SÉPTIMO: SOLICITAR a las diferentes entidades de cualquier orden la
información que se considere pertinente, útil y conducente para el desarrollo de la
actuación administrativa

ARTÍCULO OCTAVO: CORRER traslado por diez (10) días hábiles, a partir de que se
surtan las notificaciones, comunicaciones y actos publicitarios del citado acto
administrativo, con el fin de que las partes y los terceros interesados puedan aportar o
solicitar las pruebas que consideren necesarias para hacer valer sus derechos, en los
términos del numeral 10 del artículo 33 de la Resolución No. 20230010000036 del 12 de
abril de 2023, modificada por la Resolución 202510000154456 del 04 de febrero de 2025.

ARTÍCULO NOVENO: Contra el presente Acto Administrativo no procede ningún recurso,
de conformidad con lo establecido en el artículo 51 y el parágrafo del artículo 70 del
Decreto Ley 902 de 2017 y en concordancia con en el parágrafo del artículo 32 del anexo
técnico de la Resolución No. 20230010000036 del 12 de abril de 2023, modificada por la
Resolución No. 202510000154456 del 04 de febrero de 2025.

ARTÍCULO DÉCIMO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su ejecutoria.

NOTIFIQUESE, COMUNÍQUESE y CÚMPLASE
Dada en la ciudad de Bogotá D.C., a los 2026-02-23

RICARDO ARTURO ROMERO CABEZAS
Subdirector de Procesos Agrarios y Gestión Jurídica

Proyectó: María Alejandra Beltrán Pineda- Abogada Contratista ANT – Equipo de Recuperación de Baldíos G3 - SPA y GJ
Revisó: Jenny Zamara Peñaranda – Contratista ANT - Revisora Equipo de Recuperación de Baldíos G3 - SPA y GJ .


